Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 51 minutos.) 


La Comisión Especial de Servicios Públicos da inicio a esta reunión saludando a los funcionarios del Senado, que en el día de hoy 
celebran su día. 


La Mesa propondría que se formara una Subcomisión con el fin de recibir a una delegación de la Unión de Vendedores de Nafta 
que ha solicitado entrevista a efectos de tratar temas relacionados con los proyectos que están a estudio. Si no hay inconveniente, 
dicha Subcomisión se podría integrar, luego de levantada esta sesión, con un delegado por Partido y su coordinación de trabajo se 
realizaría por parte de Secretaría. 


La Comisión tenía previsto, a solicitud de varios señores Senadores, comenzar a analizar -a efectos de su aprobación- la Carpeta 
N* 619/01, referida a la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua. En este sentido, solicito a la Secretaría que efectúe los 
repartidos relacionados con las propuestas de pequeñas modificaciones que plantea el Foro Batllista, las que podríamos ir 
analizando al llegar al estudio de cada artículo. 


SEÑOR COURIEL.- Hemos estudiado el tema de la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua, y debo decir que existen 
varios elementos que quisiera poner arriba de la mesa. 


En primer lugar, pensamos que las disposiciones son muy genéricas. Entonces, desde ese punto de vista, tenemos algunas 
inquietudes. 


En segundo término, en el caso del Ente Regulador de los combustibles, sentimos que, probablemente, habría que agregar algunos 
aspectos como, por ejemplo, las condiciones que debieran tener los distribuidores o la posibilidad de una nueva refinería. Se trata 
de elementos, básicamente, para agregar o complementar a lo que está expuesto. De todos modos, no tengo observaciones, salvo 
la que ya dije, de que se trata de algo muy genérico. 


En tercer lugar, está lo concerniente a lo que podríamos llamar el período de transición para los combustibles, que va desde la 
etapa actual hasta el momento en que se elimine el monopolio de importación de refinado. En dicho período, seguramente, la 
Unidad Reguladora va a tener un papel importante en la determinación del precio del combustible. En este tema quiero hacer una 
pregunta y es si conviene trabajar el papel de la Unidad Reguladora en el precio del combustible en esta ley de regulación o en la 
ley de asociación. 


En concreto, tengo la sensación de que hay dos tipos de precios en este período de transición. 


Habiendo una sola refinería, no tendría sentido fijar precios máximos, sino que sería mejor que el Poder Ejecutivo, con el 
asesoramiento del Ente Regulador, estableciese el precio correspondiente hasta el momento en que se liberalice el monopolio de 
refinado. En cambio, el Ente Regulador sí podría -junto con el Poder Ejecutivo, si así se considera pertinente- fijar el precio máximo 
de venta al público, permitiendo que haya una cierta competencia entre los distribuidores, los fleteros y los poseedores de 
estaciones de servicio. Entonces, el precio máximo sería aplicable al combustible con destino al consumidor final. Pero existiría otro 
precio, que es al que se le vende a los distribuidores en la refinería y es el que debiera fijarse por medio de la Unidad Reguladora 
en el período de transición hasta que se abra el monopolio del refinado. 


Entonces, podría ser que esta disposición relativa al precio sea para el proyecto de asociación que presentó el Partido Nacional, 
porque es algo bien específico a propósito del combustible, aunque también podría incluirse en la iniciativa de la Unidad 
Reguladora. Es decir que puede tenerse en cuenta en cualquiera de las dos iniciativas, pero en algún lado tiene que estar. 


Por último, quiero decir que estoy analizando en estos momentos la Administración Nacional de Petróleo de Brasil, que consta de 
una gran cantidad de disposiciones que nos pueden ayudar para el proyecto de la Unidad Reguladora. No he podido terminar esa 
tarea, de forma que creo que podríamos avanzar todo lo que sea necesario en la discusión de esta iniciativa -al igual que en la de 
asociación- pero no votarla todavía. 


En resumen y para que quede claro, no tengo ningún elemento negativo que señalar a este proyecto; simplemente quiero 
complementar esa iniciativa con otras disposiciones del estilo de las que acaban de plantearse. 


SEÑOR GARGANO.- Nosotros habíamos acordado pedir que no se votara este proyecto de ley en el día de hoy, lo que no quiere 
decir que no consideremos en general y en particular el tema. La solicitud se debe a que tenemos necesidad de ajustar las 
decisiones políticas previamente; me refiero al Encuentro Progresista-Frente Amplio. 


De todos modos, quiero hacer a título personal -en ese entendido estamos hablando cada uno de los integrantes de nuestra fuerza- 
algunas consideraciones que me parece que vienen al caso en la discusión general. 


En primer lugar, la prestación de servicios públicos es una de las áreas de la economía donde el Estado normalmente interviene 
con la finalidad de regularla, como también interviene en la parte de carácter productivo, muchas veces para regular la 
comercialización de los productos y en otros casos para derogar las regulaciones existentes. De modo que no puede haber una 
postura dogmática en cuanto a la conveniencia de la regulación o no de la prestación de los servicios. 


Pero aquí se parte de la base de que todos los servicios públicos son privatizables, en todo o en parte. Por ejemplo, el literal d) del 
artículo 2% dice: "preparar y presentar al Poder Ejecutivo para su aprobación, un pliego único de bases y condiciones para la 
celebración de los contratos habilitantes de la prestación de servicios comprendidos dentro de su competencia, al que deberán 
ajustarse los pliegos particulares que las Administraciones competentes confeccionen en cada caso". 


Luego se agrega en el literal g): "controlar el cumplimiento por parte de los operadores públicos y privados". 
A su vez, el artículo 3* dice: "la URSEA dispondrá de los siguientes cometidos y poderes jurídicos específicos: 
A. En materia de energía eléctrica... 
B) En materia de gas... 
C) En materia de combustibles... 
D) En materia de agua potable y saneamiento". 


Es decir que comprende prácticamente todas las áreas existentes donde el Estado presta algún servicio; hay otros 
que ya están regulados por leyes específicas. Por tanto, no me parece bueno que se vote una disposición como ésta 
sin antes definir qué rol va a tener el Estado y el sector privado en la prestación de estos servicios. Parecería que 
antes deberíamos ponernos de acuerdo en si hay algunos que deberían ser de competencia compartida entre el 
sector estatal y el privado, y otros de competencia exclusiva del sector estatal. Yo, por ejemplo, estoy en contra de 
que el sector privado participe en la prestación del servicio de saneamiento o de agua potable; creo que es un 
servicio de naturaleza imprescindible y que el Estado debe garantizar su llegada a toda la población, incluyendo a 
los que no tienen capacidad para pagar, opinión que naturalmente puede no ser compartida. 


En consecuencia, no me parece bueno que dictemos una norma que va a regular esto partiendo de la base de que el sector 
privado va a estar. Se me podrá decir que ya está, y entonces aquí vamos a otro tema. El Poder Ejecutivo, a mi juicio salteándose 
la Constitución de la República, ha otorgado mediante concesión en Maldonado la prestación del servicio de agua potable y de 
saneamiento. 


Creo que no tiene la facultad para hacer este tipo de concesiones; no puede concesionar todo a través de Decretos. Hace algunos 
días planteé este tema y el señor Senador Gallinal me respondía que las Intendencias Municipales -y ejemplificaba con la de 
Montevideo- otorgan concesiones mediante Decretos, pero evidentemente está equivocado, porque la Constitución de la República 
expresamente exige un decreto de la Junta Departamental para la concesión de servicios, es decir, una decisión del legislativo 
departamental, lo que por lo menos en el caso de la Intendencia Municipal de Montevideo se ha cumplido siempre. Si esto es 
exigible a un servicio de carácter departamental, mucho más importante es que se cumpla con este requisito cuando el servicio es 
de naturaleza nacional y afecta a todo el país, porque además no hay ninguna disposición específica en la Constitución de la 
República que autorice al Poder Ejecutivo a hacer esto. El artículo 51 de la Constitución dice que las concesiones no podrán ser 
dadas a perpetuidad y que el Poder Ejecutivo deberá fijar las tarifas de la prestación de los servicios, pero no dice que tiene la 
facultad de otorgarlos en concesión. Por lo tanto, creo que hay otro tema a dirimir previamente, que es éste. 


Por último, creo que son muy importantes las facultades que tienen estas Unidades Reguladoras. Tengo aquí un texto -hoy leí algo 
en la prensa también- relativo a la actuación de la Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica, que ha hecho un proyecto de 
reglamento donde, entre otras cosas, se toma la atribución de decir que UTE, al dominar más del 25% del mercado generador de 
energía eléctrica, no puede invertir más en transmisión o tener una contratación mayor con los usuarios de gran porte. Esto es 
absolutamente ilegal; lo dice un informe del órgano de asistencia jurídica que tiene UTE, aparecido hoy en la prensa. Incluso, he 
leído un reportaje al señor Presidente de UTE, escribano Scaglia, en el que expresa que si se hace lo que dice la Unidad 
Reguladora, es la muerte de UTE. Entonces, me parece que es muy importante no dictar resoluciones de carácter genérico como 
las que incluye este proyecto de ley. Por ejemplo, en materia de energía eléctrica, se dice: "a) velar por el cumplimiento de las 
normas sectoriales específicas; b) ejercer los cometidos y poderes jurídicos atribuidos por el artículo 3” de la Ley N* 16.832 de 17 
de junio de 1997". 


En materia de gas la disposición es muy general, y en materia de combustibles también establece: "a) velar por el cumplimiento de 
las normas sectoriales específicas". ¿Cuáles son? Es decir que además de estas disposiciones hay que dictar otras leyes que 
dispongan las normas sectoriales específicas. 


Estas son las consideraciones que quería hacer en general; después me gustaría intervenir en la discusión particular. Pero llamo la 
atención en cuanto a que ya se han planteado problemas muy graves en relación nada menos que a la energía eléctrica, al sector 
de UTE. Tengo en mi poder un distribuido de la agrupación de UTE donde dice que el proyecto limita al Ente en lo que tiene que ver 
con la generación al definirla como "generador dominante" por tener más del 25% del mercado; le prohíbe invertir en el sector, 
impidiéndole contraer nuevas centrales de generación; le prohíbe comercializar energía de terceros, pero en cambio a los privados 
no; el Ente no podrá contratar potencia de respaldo cuando tenga problemas de disponibilidad; deberá destinar su condición 
prioritariamente para el mercado interno; es el productor del 60% del consumo de nuestro país y Salto Grande queda fuera de esta 
exigencia. Digo esto para que los señores Senadores vean que no es poca cosa lo que está en juego cuando legislamos sobre las 
Unidades Reguladoras. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: deseo expresar algunas preocupaciones en torno a este tema. En el mundo existen muy 
diversas experiencias sobre las Unidades Reguladoras y, por mi parte, soy partidario de la regulación en aquellos casos en que hay 
varios operadores públicos, privados o mixtos. Reitero que considero muy clara la necesidad de la regulación y de la independencia 
institucional de la misma en relación con los actores, porque no se puede estar de un lado y del otro del mostrador cuando existe 
pluralidad de actores. 


Ahora bien, sobre este tema existen muy diversas experiencias. La idea de los técnicos o tecnócratas tomando esto como una 
especie de suprapoder que delimita las reglas de juego, tiene virtudes y debilidades. Hay experiencias internacionales que 
muestran que, en realidad, a veces tienen tanta debilidad y tan poco soporte que son muy influidas por los actores. Entonces, en 
algunos casos, los resultados han sido pésimos. 


Este es un punto extremadamente delicado porque acá juegan los "tigres", y los intereses son muy poderosos. Por ello, creo que el 
problema de la inserción institucional del órgano regulador es un punto clave. En este proyecto de ley se sigue la línea de la Unidad 
Reguladora de las Telecomunicaciones o de la anterior Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica, que ahora se transforma, 


porque hay tres miembros directamente designados por el señor Presidente de la República, por el Poder Ejecutivo. Frente a esto, 
me pregunto ante quién se tiene responsabilidad y cómo el Parlamento puede tener competencia en esta cuestión. 


Si esto no se encuentra dentro del ámbito del Ministerio, ¿quién tiene la responsabilidad frente a las decisiones que toma la Unidad 
Reguladora? Se me podrá decir que le corresponde al Ministro de Industria, Energía y Minería, pero eso no lo tengo claro, ya que 
en este caso el ámbito de competencia supera a esa Cartera porque incluye el agua y el saneamiento. Entonces, deberíamos 
convocar a los Ministros de Industria, Energía y Minería y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Me parece que 
este es un problema que debemos afrontar. En la actualidad, ambos Ministros representan al mismo partido político, pero ello no 
tiene que ser siempre así. 


Por otra parte, me pregunto por qué no se designan con venia parlamentaria. Pienso que se eligió la vía más centralista de todas, 
cuando se dice que el Presidente de la República "designa". Además, hay que tener en cuenta que esto va más allá del mandato de 
su Gobierno, porque los miembros de la Unidad Reguladora actuarían durante seis años. Este también es un problema porque, en 
cierta medida, se les otorga independencia, pero como la designación es directa se puede estar influyendo directamente sobre el 
próximo Gobierno. 


En síntesis, el problema de la inserción institucional me preocupa. 


Asimismo, tengo una segunda inquietud. En algunos casos, se ha optado por la representación de los usuarios ya que se entiende 
que hay intereses que proteger, porque hay que saber si las reglas de juego son una garantía para los usuarios y los consumidores. 
En este caso, no se toma ese camino. 


Existe un problema con relación a la amplitud de las competencias que tiene esta Unidad Reguladora. En realidad, creo que tomar 
el agua y el saneamiento es algo extremadamente complicado. No estamos hablando de la energía, sino de una extensión temática 
o de cuestiones demasiado extensas. 


Me pregunto cuál es el marco legal. No hay un marco regulatorio ni una ley en tal sentido, por lo que se crea un conjunto de 
confusiones y dudas. ¿Qué congruencia tiene esto con la Ley N* 17.243 en cuanto a las normas de defensa de la competencia? En 
el artículo 13 de esa norma se dice que las empresas que desarrollan actividades económicas, cualquiera fuere su naturaleza 
jurídica, están sujetas a las reglas de la competencia, sin perjuicio de las limitaciones que se establezcan por ley y por razones de 
interés general o que resulten de carácter de servicio público de la entidad de que se trate. Hay que ver cómo se aplica todo esto, 
porque también se pueden restringir los márgenes de las Unidades Reguladoras. Si se interpreta lo contrario, como no hay una ley 
marco regulatoria, las competencias son extremadamente extensas. 


En conclusión, antes de ingresar en los cometidos y en los alcances de esta norma sería conveniente discutir sobre la inserción 
institucional de estas Unidades Reguladoras y, en particular, conversar sobre las competencias del Parlamento. ¿Cómo podemos 
tener garantías y hacer un seguimiento llamando a responsabilidad cuando, en realidad, hemos escuchado a algunos prominentes 
miembros de alguna Unidad Reguladora existente y a otros que se sienten candidatos a reguladores que tienen opiniones sobre el 
mercado cuyas reglas son, a mi juicio, sorprendentes y extremadamente diversas? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: a fin de ordenar el trabajo de la Comisión, quiero señalar que hoy teníamos previsto 
trabajar sobre la Unidad Reguladora, ya que se había pedido un poco de tiempo para atender el proyecto relativo a ANCAP. Por 
nuestra parte, desearíamos considerar, como se expresó días atrás, en la próxima semana el proyecto de ANCAP. Por ello, 
comenzamos el trabajo sobre esta Unidad Reguladora que, por cierto, para nosotros también reviste un similar interés. 


Entrando al análisis del proyecto de ley sobre la creación de la URSEA, debo señalar que se han repartido diferentes sugerencias 
de modificaciones por parte de algunos señores Senadores. Por ello, sugiero comenzar a considerar los artículos y conversar sobre 
las modificaciones, sin perjuicio de las discusiones generales sobre algunos temas que son realmente muy vastos y otros que, en 
realidad, son ajenos a la Unidad Reguladora. 


Me refiero, por ejemplo, al marco de las concesiones, que es un tema de interés. En alguna oportunidad anterior no hemos 
compartido el punto de vista que se manejaba en esta misma Comisión, pero nos parece que sería de interés, para poder avanzar 
en el proyecto de ley, pasar a la consideración del articulado, tratando de realizar una comparación con las normas vigentes para la 
Unidad que se transforma y de analizar las modificaciones que se proponen por parte del Poder Ejecutivo y de algunos señores 
Senadores. Creo que esto nos va a aportar algunos aspectos a todos. Además, en una alocución del señor Senador Couriel, él 
reclamaba algunos puntos que incluso son compartibles por ser específicos del tema combustible y merecen formar parte del 
proyecto de ley de ANCAP, punto sobre el que no hacía cuestión. Me refiero, sobre todo, a algunos aspectos referidos a 
regulaciones de precios y a otros que hacen al proyecto que, insisto, deberían estar en la iniciativa de ANCAP. 


Mi propuesta concreta es que cuando no haya otro señor Senador anotado para estas consideraciones generales, entremos en la 
discusión de cada uno de los artículos, y al final la Comisión decidirá si los quiere someter o no a votación. Me parece que para 
ganar la mañana podríamos proceder de ese modo, salvo mejor opinión. 


SEÑOR RUBIO.- Se nos ha repartido una serie de modificaciones muy extensas que no hemos tenido tiempo de leer. Entonces, 
pediría a los señores Senadores del Foro Batllista un comentario sobre los alcances. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es hacer un análisis franco y detallado de todo el tema. Preferiríamos trabajar artículo por artículo, 
para que el señor Senador Correa Freitas pueda ir comentando las propuestas que, aclaro, son abiertas y vinculantes al 
mejoramiento del proyecto de ley y que estamos dispuestos a compartir con la Comisión. 


En consecuencia, si no hay oposición a la propuesta del señor Senador Atchugarry, que recoge la voluntad expresada por la 
Comisión en su sesión anterior en cuanto a avanzar lo más que se pueda en este proyecto de ley, se procedería a leer los artículos 
y posteriormente se harían los comentarios sobre las modificaciones propuestas, para seguir adelante en ese sentido. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de pasar a la lectura de las disposiciones y de entrar a un estudio más detallado de cada una de ellas, 
quiero hacer algunas consideraciones. 


Como se recordará, en la sesión anterior se explicó -creo que con cierta profundidad- la necesidad de tener un organismo regulador 
y los motivos que nos llevan a ello. Me parece, por otra parte, que es indiscutible la necesidad de un organismo de estas 
características. 


En ese sentido, quiero decir -sobre todo ahora que ha regresado el señor Senador Gargano- que debemos tener cierto cuidado en 
no rotular las cosas de manera tal que luego hagan imposible la negociación y nos presente ante la opinión pública -a la que nos 
debemos- en forma que no es tal. Aquí se llegó a decir que esta tendría que ser la Comisión de las privatizaciones y, en alguna 
medida, las reflexiones hechas por el señor Senador Gargano en cuanto al organismo regulador parecería que van en el mismo 
sentido, cuando no es así. Pienso que la necesidad de tener un organismo regulador admite e, inclusive, está motivada por la 
presencia del Estado en la prestación de determinados servicios que no se privatizan; por el contrario, se mantienen en manos del 
Estado y se protegen en función de la existencia de un organismo de estas características. 


También habíamos señalado la necesidad -y lo replanteo hoy- de legislar en esta materia. Creo que todos estamos conscientes de 
las urgencias que hay en materia de combustibles. La idea es ver si podemos aprobar un organismo regulador y, a su vez, un 
proyecto de ley referido a la asociación de ANCAP en el transcurso de este año, para lo cual no tenemos mucho tiempo por 
delante. 


Acepto que se pueda postergar hoy la votación del proyecto sobre el organismo regulador, entre otras cosas, porque hay 
consideraciones nuevas del Foro Batllista que se trajeron por escrito. También sería bueno que se procediera del mismo modo con 
las consideraciones del señor Senador Rubio, de modo de tener una oportunidad previa a la siguiente sesión de la Comisión - 
inclusive, se podrían distribuir en el transcurso de las próximas horas o días- para venir con una posición asumida. El señor 
Senador Rubio ha hecho planteamientos interesantes sobre algunos de los cuales me animo a adelantar opinión, porque me 
parece que verdaderamente valen la pena. Me refiero, por ejemplo, a la posición institucional del organismo regulador. 


En fin, sería interesante recibir esas propuestas por escrito, lo cual facilitaría la posibilidad de hasta llegar a acuerdos para la sesión 
del próximo jueves, momento en el que creo que indefectiblemente tendríamos que votar el proyecto sobre el organismo regulador 
y seguir avanzando en el de asociación de ANCAP. 


O sea que comparto lo propuesto por el señor Senador Atchugarry y también creo que son de recibo los planteamientos hechos por 
los demás Senadores en cuanto a la incorporación de modificaciones al proyecto o de normas que no han sido previstas o no estén 
contempladas. De todos modos, creo que en ese sentido deberíamos fijarnos algunos plazos, dadas las urgencias porque, además, 
el tema ya ha tenido algunas instancias en la Comisión. 


En otro orden, quiero señalar que la posición institucional del organismo regulador es un tema verdaderamente complicado. En 
otros países del mundo, la solución que se ha dado ha sido hasta la creación de Ministerios. 


En materia de telecomunicaciones, hay países que tienen Ministerios, que en el caso son los reguladores. Ahora bien, nosotros 
creemos que no es el momento oportuno para crear un nuevo Ministerio o para seguir creando organismos públicos; pero hay 
quienes han llegado a sostener que admitirian la posibilidad de creación de un Ente Autónomo como organismo regulador. 


De acuerdo con lo que establece la Constitución de la República, toda decisión tiene como último responsable al Poder Ejecutivo; 
en todos los casos, así lo dispone nuestro sistema constitucional. Entonces, quizás tendríamos que ver la posibilidad de buscar una 
vinculación un poco más directa. En ese sentido, puede ser de recibo que ante el Parlamento haya una Secretaría de Estado 
responsable de las actividades que se desarrollan a nivel de estos organismos reguladores. 


Respecto a la venia sostuvimos, insistimos y discutimos con el Poder Ejecutivo, en oportunidad de analizar lo referente al 
organismo de las comunicaciones, la necesidad de que existiera venia. Pero el señor Presidente de la República no compartió el 
criterio y, finalmente, terminamos transando en la designación a través del Consejo de Ministros, que fue la solución que se dio a la 
Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. En el caso concreto, me genera alguna duda el artículo 1? en cuanto a la 
transformación de la Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica en la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua. No sé si 
no sería más conveniente la eliminación de la Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica y la creación de este organismo en 
concreto. Pienso que de este modo damos la misma posición institucional que dimos a la Unidad Reguladora de Comunicaciones, 
establecemos la facultad de advocación por parte del Poder Ejecutivo y fijamos el mismo sistema de designación que en el artículo 
75 de la Ley de Presupuesto concedimos a la Unidad Reguladora de los Servicios de Comunicaciones. 


En realidad, mi intención no era introducirme en el articulado, sino ver si podemos llegar -no es necesario tener un pronunciamiento 
hoy- a avanzar en el sentido propuesto por el señor Senador Atchugarry, es decir, discutir en particular el proyecto de ley sin votarlo 
ahora y fijarnos como itinerario, como hoja de ruta, para el próximo jueves alcanzar un pronunciamiento definitivo de la Comisión en 
cuanto al organismo regulador. Hoy seguiríamos avanzando en la asociación de ANCAP y luego veremos en qué instancias nos 
pronunciamos en torno a ese tema. 


Quiero señalar que el propósito que nos anima, tanto respecto al organismo regulador como a la asociación de ANCAP, es tener 
una ley en el año 2001. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Comparto lo señalado por el señor Senador Gallinal y también me pregunto -porque basta mirar el 
calendario para ver lo limitado de nuestras opciones- si la semana que viene, dado que no hay Senado, podríamos fijarnos un 
régimen de trabajo más ambicioso. 


En ese sentido, propongo trabajar el martes, de mañana o de tarde -quizá en el horario habitual del Senado- para ir pensando en 
una doble jornada el día jueves. En verdad, nuestra intención es dar todas las oportunidades posibles para discutir estos temas y, 
en ese sentido, hemos tratado de acompasar los tiempos para plantear las consultas que sean necesarias. No debemos olvidar que 
la semana próxima es la última del mes de noviembre y aún no tenemos una fecha definitiva para terminar el trabajo relacionado 
con estos dos proyectos, en particular el de ANCAP, que hace tres o cuatro meses que está a consideración de esta Comisión, y 
este otro, que es más reciente. 


En consecuencia y aun sabiendo que es difícil coordinar los horarios, pediría a la Mesa que posteriormente nos consultara a los 
efectos de saber si podemos ajustarnos a un régimen de trabajo en los mismos días o en otros, agregando horas, de modo tal de 
poder cumplir los dos objetivos, o sea, llevar a Sala estos proyectos de ley en diciembre y, al mismo tiempo, dar la posibilidad de 
profundización y discusión que se desea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, la Presidencia consulta a los señores Senadores si es posible que nos reunamos para 
trabajar los días martes y jueves. 


SEÑOR GARGANO.- Muy brevemente, quisiera referirme a una alusión que formulaba el señor Senador Gallinal. Por cierto, la 
afirmación de que la Comisión debería llamarse de privatización y no de servicios públicos es una opinión personal, un juicio 
derivado de los contenidos de los proyectos presentados. Puede ser o no compartida, pero es mi honrada opinión. 


Por otra parte, con relación al juicio que me merece el funcionamiento de algunas de las disposiciones del proyecto de ley y la 
experiencia de UTE que acabo de mencionar, debo decir que he recogido la opinión de las personas directamente involucradas en 
esto, entre otras, el Presidente del Ente, quien ha salido a la prensa a decir que la Unidad Reguladora va más allá de sus 
competencias y que se traspasan sus funciones. La misma posición es sostenida por el sindicato de trabajadores, y en este caso 
creo que sería bueno escuchar lo que ellos nos puedan decir acerca de la experiencia con la Unidad Reguladora y así poder opinar 
con certeza sobre este proyecto que generaliza todas las áreas a través del funcionamiento de una Unidad Reguladora. 


Aprovecho para decir también que una de las cosas que me parece importante a tener en cuenta es que esa Unidad Reguladora va 
a tener un área de funcionamiento para cubrir espacios tremendamente complejos. A este respecto, el señor Senador Gallinal 
señalaba que en otros lados por ejemplo hasta organismos ministeriales se encargaban de esa función. 


Pienso si esto no terminará siendo un superministerio -como señalaba el señor Senador Rubio- controlado por nadie más que el 
Presidente de la República, que es el responsable de designar sus miembros y en última instancia de su funcionamiento, quien 
seguramente va a tener grandes dificultades para cumplir con sus funciones. 


En cuanto al planteo de trabajar el día martes, adelanto que puedo hacerlo. Además me excuso, pues voy a tener que solicitar que 
el señor Senador Núñez me sustituya porque no voy a poder concurrir el día jueves. 


SEÑOR ASTORI.- Quiero señalar que el día martes tendríamos problemas, al menos por la mañana, ya que está citada la 
Comisión de Industria, Energía y Minería que tiene la responsabilidad de finalizar un proyecto de ley que yo considero importante, 
que es el de parques industriales. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero dejar constancia de que el día martes no voy a estar en Montevideo lo que por supuesto no quiere decir 
que la Comisión no se pueda reunir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia sugiere que nos reunamos el día miércoles a la hora 16. 
SEÑOR BRAUSE.- Propongo que la Comisión sesione el día miércoles a la hora 15 y 30. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Otra consulta que quería hacer es si los señores Senadores están de acuerdo en que nos reunamos el día 
jueves a las 10 y a las 14 horas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Debo aclarar que la Comisión de Hacienda ha sido convocada para recibir a la hora 10 a la 
Asociación Uruguaya de Fútbol, que ha solicitado una entrevista especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, estaríamos de acuerdo en trabajar el jueves de mañana; después la Presidencia intentará 
coordinar una sesión para otro día de la semana que viene para trabajar toda la jornada. 


A los efectos de seguir avanzando en este proyecto de ley, si los señores Senadores lo estiman conveniente, podríamos pasar a 
considerar los artículos e ir explicando las modificaciones que nuestro sector ha planteado por escrito. 


En consideración el artículo 1*. 


Concretamente, en el artículo 1%, después de la fecha iría una coma y luego la expresión "así como los establecidos en la Ley N* 
16.832, de 17 de junio de 1997, en lo pertinente". 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Este agregado que proponemos refiere, concretamente, a la Ley de Marco Regulatorio de Energía 
Eléctrica. Nos parece importante hacer referencia no sólo a las disposiciones de la Ley N* 17.296, sino también a esta Ley N* 
16.832. Esta es la razón básica y fundamental de esta propuesta. 


SEÑOR ASTORI.- En primer lugar, quiero decir que me parece perfecto e imprescindible que se agregue esta disposición. 


Por otro lado, en materia de agua, saneamiento y combustible, esta es la ley de marco regulatorio porque no hay otra, o sea que 
está cumpliendo la doble misión de establecer un marco regulatorio y, al mismo tiempo, instaurar la Unidad Reguladora 
correspondiente. 


Ya que estamos abordando este tema a partir de algunos comentarios que se hicieron, aprovecho para señalar que sin hacer de 
esto una cuestión fundamental ni mucho menos, estoy convencido de que todo lo relativo a los precios -aspecto que planteó el 
señor Senador Couriel- debería estar incluido en este proyecto y no en el de asociación, que no tiene por objeto regular el mercado. 
El tema precios es típico de regulación del mercado y tiene por objeto otra cosa, es decir, definir las orientaciones fundamentales 
sobre cuya base la empresa ANCAP se va a asociar con otra u otras. De todas maneras, como mencioné al principio, no pretendo 
hacer cuestión ni mucho menos. 


Creo que las disposiciones que proponía el señor Senador Couriel efectivamente deben aprobarse en alguno de los ámbitos 
institucionales correspondientes, y me parece que éste es el más indicado. Es más; la Ley de Marco Regulatorio de la Energía 


Eléctrica que aquí estamos citando cuenta con estas disposiciones en materia de precios y establece cuáles son los criterios de 
fijación. 


Mi intervención está dirigida a apoyar la inclusión de esta ley de referencia y al mismo tiempo a señalar que hay que tener en 
cuenta que desde el punto de vista del agua, saneamiento y combustibles, estamos fusionando, en una sola instancia, la Ley de 
Marco Regulatorio y la Unidad Reguladora. 


SEÑOR GALLINAL.- Con respecto al artículo 1%, vamos a sugerir que empiece diciendo "Créase como órgano desconcentrado del 
Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su facultad de avocación, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua". 


Al mismo tiempo, propongo que se establezca que las competencias que hoy tiene la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica sean 
asumidas por la Unidad que se crea. De esta manera, se agregaría un artículo 2% o 1* bis, en el cual se dispondría que la URSEA 
estará dirigida por una Comisión integrada por tres miembros designados por el Presidente de la República, actuando en Consejo 
de Ministros -aquí recojo el artículo 75 de la Ley de Presupuesto Nacional, donde se crea la URSEC- entre personas que, por sus 
antecedentes personales, profesionales y conocimientos en la materia, aseguren independencia de criterio, eficiencia, objetividad e 
imparcialidad en su desempeño. También se establecería que durarán seis años en el ejercicio de sus cargos, pudiendo ser 
designados nuevamente por igual período. Además, el Presidente de la URSEA tendrá a su cargo la representación del órgano. 


De todas formas, haré llegar esta redacción a todos los integrantes de la Comisión. Se trata de los artículos 70 y 75; no obstante, 
habría que hacer una revisión general de los artículos para ver si no falta hacer una suerte de adaptación. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Considero que la propuesta formulada por el señor Senador Gallinal es muy oportuna, pues 
soluciona un problema jurídico importante en cuanto a la naturaleza jurídica del órgano que se crea. Más allá de que sin ninguna 
duda es un órgano desconcentrado, debemos destacar que actualmente la Unidad Regulatoria de Energía Eléctrica, la UREE es un 
Programa que está dentro de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, razón por la cual, por más que la ley le asigna 
competencias propias y en consecuencia desde el punto de vista jurídico es un órgano desconcentrado, la propuesta que formula el 
señor Senador Gallinal tiende a crear mayor seguridad jurídica en lo que tiene que ver con la naturaleza jurídica del órgano. 


Otro problema que fue planteado en Sala por varios miembros de la Comisión -entre los que se encuentran los señores Senadores 
Rubio y Gallinal- es el de la dependencia, la ubicación y, sobre todo, la responsabilidad política. Naturalmente, si está dentro de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, como todos sabemos, su Director no tiene responsabilidad política ante el Parlamento, en 
cuyo caso, si el Parlamento desea interpelar o llamar a Sala al Ministro competente, lo tendrá que hacer en función de la materia 
que se esté tratando. Este es uno de los caminos. Por ejemplo, podrá llamarse a Sala al Ministro de Industria, Energía y Minería, al 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, o a ambos. Es importante que este tema quede definido; de lo contrario, 
tendríamos que pensar que esta Unidad debería estar ubicada dentro de uno de los Ministerios. Sin embargo, al ser competente en 
varias materias, creo que la ubicación institucional bajo la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto es correcta porque 
permite igualmente el ejercicio por parte del Parlamento de las facultades de contralor y de exigencia de la responsabilidad política 
consiguiente. 


SEÑOR BRAUSE.- El agregado que se sugiere incorporar al final del artículo 1% me parece correcto; sin embargo, deseo plantear 
un aspecto formal. Teniendo presente que desde el punto de vista conceptual esta Unidad se crea dentro del marco regulatorio 
legal establecido por la Ley N* 16.832 -que le sirve de fundamento- y, además, considerando una razón cronológica, por ser ésta 
una Ley anterior, creo que la redacción de la parte final de este artículo debería invertirse, de manera de poner primero que se 
deberán ajustar a los principios establecidos en la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997, en lo pertinente, y además, en lo previsto 
en el artículo 72 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa da por entendidas las correcciones, que seguramente se podrán hacer. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que por este camino mejoramos la propuesta, sobre todo desde el punto de vista de la inserción 
institucional de la nueva Unidad. 


Por otro lado, quisiera saber cómo operaría una eventual remoción de los Directores de esta Unidad. Desde la óptica de nuestro 
ordenamiento institucional, ¿opera de la misma manera que la Constitución prevé para los Directores de Entes Autónomos o habría 
que establecerlo? 


SEÑOR GALLINAL.- Justamente, estaba pidiendo la palabra para referirme a ese aspecto. 


Los señores Senadores tienen en la página 19 del Distribuido que contiene el Mensaje del Poder Ejecutivo relativo a la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua, los artículos que refieren a la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. De 
ahí no sólo tenemos que rescatar aquellos a los que hice referencia, sino también muchos otros. Por ejemplo, el artículo 74 aclara 
lo planteado por el señor Senador Correa Freitas en cuanto a la posición institucional del organismo. Después, en la página 20 
existen algunas disposiciones relativas a los integrantes de la Comisión -eso corresponde a una de las preguntas planteadas por el 
señor Senador Astori- tanto en lo que refiere a las posibles formas de destitución -esto figura en el artículo 76- como a las 
inhibiciones e incompatibilidades, entre las que está la imposibilidad de ser candidato a ningún cargo electivo hasta transcurrido un 
período de Gobierno desde su cese, tal como sucede en el caso de los Directores del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR ASTORI.- Como el señor Senador Gallinal ha estado desarrollando un aspecto absolutamente fundamental sobre este 
tema, quería dejar una brevísima reflexión en cuanto a que no tendría sentido que hubiera diferencias, desde estos puntos de vista, 
entre las distintas Unidades Reguladoras que van a operar. Debería haber una equivalencia conceptual total, y supongo que ese es 
un espíritu compartido por la Comisión. Quiere decir que desde esa perspectiva no debe haber distinciones entre las distintas 
Unidades Reguladoras. 


SEÑOR GALLINAL.- Justamente para ajustar los términos en el sentido que señala el señor Senador Astori, por lo menos desde el 
artículo 74 al 83 inclusive, deberían incorporarse al proyecto de ley que estamos discutiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otros aportes sobre el artículo 1*, se pasa a considerar el artículo 2". 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Proponemos una modificación al literal a) del artículo 2? que en el texto remitido por el Poder 
Ejecutivo dispone, como competencia de la URSEA, hacer cumplir la ley. 


Nosotros consideramos pertinente cambiar esa redacción por "controlar el cumplimiento de la presente ley". Pensamos que es más 
ajustado a Derecho utilizar esta expresión. 


En cuanto al literal c) proponemos que al final se agregue la frase "sin perjuicio de lo establecido por el artículo 6% del Decreto-Ley 
N? 14.694, de 1* de setiembre de 1977, y la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997, en lo pertinente". 


Aclaro que la inclusión de estas disposiciones, en primer lugar, obedece a que el Decreto-Ley N* 14.694 es la Ley Nacional de 
Electricidad y la Ley N* 16.832 es la que establece el Marco Regulatorio Energético. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, para recordarle al señor Senador Correa Freitas que no se había hecho un aporte muy 
importante en la primera parte de este literal en cuanto a dictaminar preceptivamente. Quizá también podríamos aprovechar para 
realizar la modificación. Seguramente, la propuesta del señor Senador Correa Freitas va a ser aceptada. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El literal c) del proyecto de ley establece "dictaminar preceptivamente en los procedimientos de 
selección de concesionarios y autorizados a prestar servicios comprendidos dentro de su competencia, los que deberán basarse en 
los principios generales de publicidad, igualdad y concurrencia". 


Respecto a esto, oportunamente hicimos una observación en cuanto a la naturaleza de este dictamen, es decir, si se trata de un 
dictamen facultativo, obligatorio o si, por el contrario, es vinculante. 


Creo que la respuesta del señor Senador Gallinal fue que aceptaba que este dictamen fuera de carácter vinculante. ¿Es así, señor 
Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiere decir que deberá dictaminar, con carácter vinculante, en los procedimientos de selección. Esa 
sería, exactamente, la corrección que proponemos. Lo digo, para que quede claro en la historia fidedigna del proyecto de ley. Ello 
significa que el dictamen de la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua no sólo será obligatorio, sino que además 
vinculará, o sea que necesariamente el Poder Ejecutivo habrá de seguir lo que establezca ese dictamen. 


SEÑOR GARGANO.- Simplemente, para hacer una observación. 


Creo que en la primera sesión que tratamos este tema mencioné que, de conformidad con la redacción, de hecho, el procedimiento 
de concesión queda en manos de esta Unidad Reguladora. 


Ya no era la interpretación inicial según la cual "dictaminará" quería decir "dará su dictamen", lo que puede ser una recomendación 
para el Poder Ejecutivo, pero éste la podía cambiar. Si ahora el señor Senador Gallinal agrega la expresión "vinculante", de hecho, 
quien toma la resolución es la Unidad Reguladora y no el Poder Ejecutivo. Si es vinculante, quiere decir que necesariamente se 
debe seguir su dictamen y el Poder Ejecutivo no se puede apartar de él. Esto, desde el punto de vista constitucional es 
contradictorio, porque no puede ser que un organismo desconcentrado dicte normas al Poder Ejecutivo acerca de lo que debe 
resolver. En todo caso, puede dar recomendaciones, pero no decirle "Pase por acá". En general, el único que puede hacer eso, a 
través de la ley, es el Poder Legislativo. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, ya había hecho una aclaración en esta Comisión cuando el tema fue planteado por el señor 
Senador Correa Freitas e, incluso, hubo alguna intervención del señor Senador Atchugarry. 


En realidad, la Unidad Reguladora no es la que resuelve. Aquí lo que estamos estableciendo es que cada vez que haya que 
instrumentar un procedimiento de selección de concesionarios para la prestación de determinados servicios que están 
comprendidos dentro del área referida a la Unidad Reguladora y se ponga en marcha un mecanismo o procedimiento que tiene por 
objetivo esa selección, tiene que haber un pronunciamiento de la Unidad Reguladora donde se establezcan los principios y bases 
en función de los cuales se hace la selección; pero ello no quiere decir que la Unidad Reguladora decida, lo va a decidir el 
organismo que convoca para otorgar la concesión correspondiente. Todos los procedimientos tienen que tener un conjunto de 
principios que los regule, los rija, y que son de carácter esencial, y -j¡ustamente- deberán basarse en esos principios generales de 
publicidad, igualdad y concurrencia. 


Ese es el significado que pretendemos darle a este literal. No pretendemos sustituir a ningún organismo aunque muchas veces se 
van a ver en la necesidad de tener -cosa que hoy no sucede- al llamar en el día de mañana para una concesión de servicios, por 
ejemplo, UTE, en el procedimiento que ponga en práctica, la opinión de la URSEA en torno a las reglas y principios fundamentales 
a partir de los que se hace la convocatoria. Ese es el alcance del literal en cuestión. 


SEÑOR ASTORI.- Luego de esta explicación tan clara del señor Senador Gallinal, mi opinión es que el texto debe quedar 
exactamente como está, es decir, "dictaminar preceptivamente en los procedimientos". En caso contrario, entra a operar el 
razonamiento del señor Senador Gargano, que me ha convencido absolutamente. Si lo que queremos es que haya 
pronunciamiento de esta Unidad Reguladora, el texto está perfectamente bien redactado. En consecuencia, la expresión "carácter 
vinculante" sencillamente no me convence y me parece que deberíamos sacarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, quedaría la redacción de este literal tal como está. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Respecto de las modificaciones que se están discutiendo, en algunos casos no vamos a efectuar 
comentarios en función de que trabajaremos en forma técnica con los representantes del Poder Ejecutivo analizando el tema. 


Sobre este último aspecto, recuerdo que mi problema no era con la palabra "preceptivo" sino con "dictaminará". 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Partiendo de la clasificación que hace Santi Romano de los dictámenes o asesoramientos, el 
carácter del dictamen es obligatorio, es decir que no será un dictamen o asesoramiento que vincule al Poder Ejecutivo, pero sí será 
de carácter obligatorio, según expresa el texto: "preceptivamente". Entonces, es un dictamen que indudablemente, necesariamente 
y obligatoriamente tendrá que expedir la URSEA. Dicho en otros términos, significa que no se pueden realizar los procedimientos 
de selección de concesionarios y autorizados a prestar servicios, sin el asesoramiento obligatorio por parte de la URSEA. 


Con respecto al literal d), proponemos suprimirlo, dado que se entiende que constituye una especie de afectación de las 
competencias que tienen los diferentes organismos del Estado. No nos parece adecuado que un organismo regulador prepare un 
pliego único de bases y condiciones porque, de alguna manera, se estaría lesionando la autonomía de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. 


Es en ese sentido, que proponemos la supresión del literal d). 


SEÑOR COURIEL.- Basado en la misma preocupación del señor Senador Correa Freitas, adhiero a su propuesta de supresión del 
literal d). 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En primer lugar, creo que la preparación de bases de pliegos únicos en materia de servicios públicos es 
una competencia muy clara del Poder Ejecutivo en lo que refiere a todos los servicios públicos y así ha sido desde siempre. 
Además, el Poder Ejecutivo también tiene la facultad de reglamentar el TOCAF y los servicios puestos a su cargo. Esto no tiene 
relación con las facultades de la Unidad Regulatoria en ese proceso. Me parece que son dos temas diferentes. Aquí se trata de las 
funciones del Poder Ejecutivo en materia normativa de servicios públicos, donde a menudo el Ente Autónomo está en competencia 
-en estos servicios y prácticamente en todos- ya que en lo relativo al saneamiento, al agua corriente y a la energía eléctrica no 
existen monopolios ni exclusividades. Entonces ¿quién va a regular el servicio? El Ente Autónomo naturalmente que no. 


El que debe hacerlo es el Poder Ejecutivo, porque es su función. Entonces, si -como se piensa- se realizan llamados de esta 
naturaleza, el Poder Ejecutivo puede plantear, por ejemplo, que no existan en esos llamados condiciones de exclusividad o de 
alteración del mercado o tantas otras características sobre las que tiene una competencia natural en el servicio. 


Otra cosa es discutir cuál es el grado de intervención de la Unidad Regulatoria en el procedimiento del literal anterior, porque 
tendría muy poco sentido que ella no pudiera expresarse a propósito de un planteo general y abstracto, pero sí tuviera participación 
en los procedimientos particulares, que parece ser una injerencia mucho mayor. 


Por lo tanto, solicitaría a los señores Senadores que reflexionen sobre ambos literales, porque creo que hay que mantener esa 
posibilidad. Es cierto que la misma se puede acotar, estableciendo una frase como "acorde a las facultades propias del Poder 
Ejecutivo normativas en materia de servicios" para especificar que el Poder Ejecutivo no se va a poner, por ejemplo, a medir los 
kilovatios, aunque en algunos casos también podría hacerlo. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- En cuanto al literal e), simplemente quería proponer una modificación de semántica. 

Los órganos públicos no emiten reglas generales; las dictan o las aprueban. Por lo tanto, me parece que debería decirse "dictar 
reglas generales" en lugar de "emitir reglas generales". Es solamente una contribución que deseo hacer para mejorar la redacción 
del artículo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, el artículo quedaría con la expresión "dictar reglas generales". 
Respecto del literal f), no se han planteado modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, pasamos al literal g). 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Vamos a proponer que en la parte final, en lugar de decir "pudiendo requerirles todo tipo de 
informaciones y realizar verificaciones cualitativas y cuantitativas de dichos servicios", se establezca: "pudiendo requerir la 
información necesaria para el cumplimiento de sus cometidos". Entendemos que esta redacción es más amplia y general y cumple 
mejor con la finalidad del proyecto de ley. 


SEÑOR COURIEL.- Para entender, señor Presidente, quisiera saber si lo que pretende el señor Senador Correa Freitas con su 
propuesta es eliminar la realización de verificaciones cualitativas y cuantitativas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Exactamente. 
SEÑOR COURIEL.- ¿Por qué no puede verificar y sólo puede informar? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Hemos considerado conveniente suprimir estas verificaciones cualitativas y cuantitativas por cuanto 
puede entenderse que afectan la información reservada que deben tener las empresas en este sentido. Nos parece mejor recurrir a 
esta redacción que habla exclusivamente de "información necesaria", dentro de la cual pueden estar las verificaciones cualitativas y 
cuantitativas; es el caso, por ejemplo, de la cañería de gas o de las redes de transmisión de energía eléctrica que tuvieran 
problemas y quisieran verificarse. 


De todas maneras, con mucho gusto estaremos a las observaciones que formule la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, la Mesa propone que la Comisión trabaje hasta la hora 12 y 30. 
En consideración el literal h). 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Originalmente habíamos pensado proponer la supresión de este literal, pero en una reflexión 
posterior entendimos conveniente sugerir una modificación a esta redacción. 


Concretamente, el texto que proponemos es el siguiente: "h) realizar las inspecciones que sean necesarias para el cumplimiento de 
sus cometidos." En otros términos, consideramos que debe mantenerse la facultad de la URSEA para realizar inspecciones, pero 


nos parece conveniente esta redacción, dado que la original establecía "con el fin de confirmar la veracidad de la información que a 
su solicitud le sea aportada." 


SEÑOR BRAUSE..- En nuestra opinión era importante que la Unidad Reguladora conservara el cometido de informar; de manera 
que desde el punto de vista personal no íbamos a aceptar su supresión, pero escuchadas las consideraciones del señor Senador 
Correa Freitas, nos avenimos a la modificación de la redacción que él sugiere. 


SEÑOR COURIEL.- Mi preocupación es que el Ente regulador es una institución importante, por lo que considero que hay que 
darle la mayor fuerza posible. En consecuencia, tiendo a que no se le limiten funciones, es decir que tenga el máximo de funciones 
posible. Si las inspecciones se realizan por considerar que la información recibida no es la adecuada, me parece mejor que se 
mantenga que la inspección sea para confirmar la veracidad de la información y no ese texto más genérico que propone el señor 
Senador Correa Freitas. 


SEÑOR RUBIO.- En la misma línea de lo que expresa el señor Senador Couriel, creo que ya se están planteando problemas. Hay 
algunos enfrentamientos a esta altura -de los que en su momento daremos cuenta- por ejemplo, entre distintos operadores de 
zonas francas en relación con los convenios celebrados por Entes Autónomos con algunas de ellas en torno a si las condiciones 
son o no privilegiadas. En lo que refiere a la competencia en el mercado de las telecomunicaciones, en la actualidad hay algunos 
aspectos que son bastante preocupantes. En realidad, cuando los operadores privados creen que son discriminados por relaciones 
de privilegio, apelan al conocimiento de los acuerdos y, a su vez, las partes -es decir, los Entes públicos y privados que han 
intervenido en los acuerdos- se amparan en las reglas del carácter confidencial de los acuerdos. Esto hoy está en una especie de 
marasmo jurídico. Si se crean Unidades Reguladoras y no tienen algún orden de competencia importante para ver si hay reglas de 
juego transparentes, podemos estar desvirtuando los mecanismos de mercado y, en general, de la acción regulatoria y el interés 
público. 


Desde este punto de vista, me parece importante que el marco de competencia sea realmente amplio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el literal ¡). 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Nosotros queremos perfeccionar el literal ¡) del artículo 2? y aclarar que "recibir, instruir y resolver" es 
en vía administrativa y sin perjuicio. Es decir que estamos de acuerdo en que la URSEA reciba, instruya y resuelva las denuncias, 
pero no en darle el carácter jurisdiccional, que no lo puede tener. Entonces, es exclusivamente en vía administrativa, lo que 
significa que esto queda sometido a las reglas del procedimiento y a los recursos administrativos correspondientes, conforme a las 
normas constitucionales y legales en vigencia. 


Además, entendemos que debe aclararse que las denuncias y reclamos de los usuarios y consumidores deben estar vinculadas 
estrictamente a la prestación de los servicios comprendidos dentro de sus competencias y no con la generalidad prevista en el 
literal i) que viene en el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 


Quiere decir que son dos las modificaciones que sugerimos para el literal ¡) del artículo 2% del proyecto de ley. La primera consiste 
en incluir "en vía administrativa y sin perjuicio" y la segunda refiere a incluir la expresión "vinculadas estrictamente a la prestación 
de los servicios". 


Es todo cuanto quería manifestar. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Comprendo lo que se quiere hacer, pero francamente no entiendo por qué se omitió el final del literal ¡) 
que dice: "que no hayan sido atendidos por los prestadores", porque, en realidad y en última instancia, se trata de una competencia 
residual y no para que cada usuario que tenga una queja se presente ante la Unidad. 


Creo que sería bueno dejar esa frase final, ya que se trata de una última instancia administrativa. 


Si un usuario quiere plantear una queja, la Unidad le preguntará si intentó concurrir al organismo; en caso de que la contestación 
sea negativa, se le dirá que se presente allí, y si eso no le da resultado, podrá formular su queja ante la Unidad. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Estoy de acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Escuché con atención las modificaciones propuestas por el señor Senador Correa Freitas, pero creo que si 
realmente las protestas o las denuncias de los consumidores o de quienes reciben los servicios se van a tramitar por la vía 
administrativa, se termina la capacidad correctiva de la Unidad Reguladora. Reitero: si se le va a dar el carácter de trámite 
administrativo con un recurso para ser cumplido frente a un jerarca dentro de un plazo, si no hay pronunciamiento en ese lapso - 
que ahora es de 45 días, pero antes era de 6 meses- la respuesta de la denuncia puede insumir un tiempo infinito. Personalmente, 
me parece que la vía administrativa no sirve y, en todo caso, debe ser la reglamentación la que establezca los plazos en los cuales 
se va a procesar la denuncia. De lo contrario, se puede dejar fácilmente de lado la capacidad correctiva de la Unidad. 


Esta es una reflexión y no un aporte, ya que simplemente estoy pensando en voz alta. 


SEÑOR GALLINAL.- Si el señor Senador Correa Freitas está de acuerdo, pienso que podríamos eliminar la expresión "en vía 
administrativa", porque en realidad siempre se trata de un procedimiento administrativo. 


Con respecto a la frase "vinculadas estrictamente a la prestación de los servicios", aclaro que no me molesta, pero es obvio que 
tiene que ser así, porque obviamente si en el día de mañana se reclama por un servicio vinculado a las comunicaciones, no se va a 
hacer lugar. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- De acuerdo, señor Senador. 


Entonces, el literal i) quedaría redactado de la siguiente manera: "i) recibir, instruir y resolver las denuncias y reclamos de los 
usuarios y consumidores vinculados estrictamente a la prestación de los servicios comprendidos dentro de su competencia que no 


hayan sido atendidos por los prestadores". De esta forma, quedan recogidas las inquietudes de los señores Senadores Atchugarry, 
Gallinal y Gargano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el literal j). 
SEÑOR CORREA FREITAS..- Esta es, quizás, una de las disposiciones que merece mayores objeciones. 


Sin perjuicio de que el literal j) del artículo 2% es muy largo, nosotros proponemos una redacción mucho más sencilla, que se 
adecua a lo que realmente debe ser el procedimiento arbitral. No nos parece bien que la URSEA sea la que resuelva las 
controversias, sino que debe quedar claro que "a solicitud de las partes y por sorteo se constituye el Tribunal Arbitral que dirimirá el 
conflicto entre las mismas, en el marco de lo establecido por los artículos 472 y siguientes del Código General del Proceso, 
procediéndose a la designación de los árbitros según lo dispuesto en el numeral 5) del artículo 3% de la Ley N* 16.832". 


Creemos que esta redacción es mucho más ajustada a Derecho y es más correcta en cuanto a la eventual solución arbitral de los 
conflictos que se puedan plantear. 


SEÑOR ASTORI.- Voy a realizar una consulta. Si no me equivoco, estamos extendiendo el procedimiento de designación arbitral 
que rige en la energía eléctrica -esto es, en el Marco Regulatorio- a los casos del agua y la energía. Mi duda surge porque no sé si 
el Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica tiene un procedimiento de designación arbitral que es aplicable sin ningún problema a 
los demás casos. Realmente no recuerdo cuál es el sistema de designación; por eso, planteo esta inquietud. 


SEÑOR BRAUSE.- Efectivamente, como señala el señor Senador Astori, en el numeral 5) del artículo 3% de la Ley N* 16.832, que 
crea el Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica, se establece como cometido de la Unidad Reguladora constituir por sorteo el 
Tribunal que dirimirá los conflictos que se susciten por la participación de los agentes, es decir que acude a la solución del Tribunal 
Arbitral a la hora de resolver o dirimir diferencias, lo que a mi modo de ver es correcto. 


Considero que el proyecto de ley que estamos discutiendo debería utilizar ese mismo instrumento por cuanto, desde el punto de 
vista conceptual, no sólo tiende a encontrar soluciones de manera rápida y objetiva, sino que además no encarece el 
procedimiento. 


Si se trata de situaciones conflictivas importantes desde el punto de vista económico, tanto por el contenido como por las partes 
involucradas, acudir al procedimiento del Código General del Proceso, me parece correcto; sin embargo, se pueden producir 
situaciones de escasa envergadura económica o donde alguna de las partes no sea económicamente trascendente y, por medio de 
este proyecto de ley, estamos ofreciendo un procedimiento costoso para solucionar la diferencia. Por eso estimo que debería existir 
otro procedimiento por medio del cual las partes, de común acuerdo o con la intervención de la Unidad Reguladora, eligen un 
árbitro para que solucione la diferencia. 


De modo que me avengo a la sugerencia del señor Senador Astori y pido que tratemos de aplicar la misma solución de resolución 
de controversias que fue preceptuada en la Ley de Marco Regulatorio del mercado eléctrico. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Pienso que la controversia es parte de la regulación; dicho de otro modo, las zonas de controversia son 
parte de la actividad regulatoria. Seguramente, las partes que uno regula y que no generan controversia deben ser las menos 
importantes. En general, las que uno regula y realmente valen la pena dan lugar a alguna controversia sobre, por ejemplo, la 
interpretación. Si no fuera así, permanentemente se sacarían las cosas de la órbita de la Unidad. Basta con que yo diga que 
controvierto, para que se vaya siempre al Tribunal Arbitral. Pienso, por lo tanto, que el tema es relevante. 


Yo sería restrictivo para el otro lado, porque dejaría bien claro que lo que se puede someter a controversia no es la regulación sino 
el conflicto de intereses, siempre y cuando las dos partes estén de acuerdo. Seguramente, las controversias van a ser en cuanto a 
cómo interpretar la regulación o cómo incide. En otros casos, habrá controversias de tipo diferente, pero más bien se trata de 
acuerdos comerciales. Lo que normalmente controvertimos es la regulación, cómo se me aplica o de qué manera se interpreta. 


De todos modos, uno siempre puede recurrir ante el Poder Ejecutivo -el mecanismo está previsto- y, en última instancia, ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Es decir que hay garantías del debido proceso. En consecuencia, sería bueno dejar 
claramente establecido que lo que se va a someter a controversia no supone una interpretación de la regulación, que seguirá 
siendo la misma. 


SEÑOR GALLINAL.- Como teóricamente quedamos en que íbamos a eliminar la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica, cuyas 
competencias vamos a adjudicar a la nueva Unidad, quizás deberíamos adecuar algunas de las normas de la ley en que se crea el 
organismo. 


De todas maneras, creo que este es un tema que podemos analizar en la próxima sesión, cuando traigamos las modificaciones por 
escrito. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Me señala la Mesa que, hechas las consultas del caso, habría ambiente para trabajar el jueves en horas 
de la mañana y de la tarde, en lugar de adelantar algo el martes. 


SEÑOR ASTORI.- El martes nosotros no podemos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Como nuestro propósito es considerar ambos proyectos, lo único que pido es que los señores Senadores 
hagan una reserva en sus agendas para que si el jueves -espero que sea posible, porque hemos trabajado bastante en torno al 
proyecto y sólo debemos tomar una definición política- no alcanzara, pudiéramos continuar el viernes. En realidad, tenemos la 
esperanza de terminar el jueves, pero de pronto eso no es posible. 


En principio, yo había planteado celebrar tres sesiones: el martes y el jueves de mañana y de tarde. Pero se quedó en realizar dos, 
una el jueves de mañana y otra en horario vespertino, y si fuera necesario una tercera. Repito, entonces, que lo único que pido es 
prever esto en nuestras agendas; el jueves decidiremos si es o no preciso trabajar de este modo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que pediríamos a la Comisión de Hacienda la eventual postergación de la reunión, a los 
efectos de que nosotros podamos comenzar a trabajar a partir de las 9 y 30 el próximo jueves, para disponer de un tiempo mayor 
en la aprobación de estos proyectos. Asimismo, el señor Senador Atchugarry ha propuesto que en caso de no alcanzar el tiempo, 
nos volvamos a reunir el viernes a las 10 horas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 35 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


